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EXPEDIENTE ARBITRAJE.- AR – 07 / 2017
MODALIDAD.-  DERECHO
DEMANDANTE.-  xxxxxxx
DEMANDADA.-  xxxxxx
LAUDO Nº 08 / 2018
  En Ciudad Real, a cinco de agosto de dos mil dieciocho.
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la sede de la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº 52.139.382-S, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 07/2017, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha; después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE xxxxx ANTE LA ENTIDAD COOPERATIVA xxxxxx
Dña. xxxxx, con DNI nº xxxxx y D. xxxxx, con DNI nº xxxxx, que actúan en el presente procedimiento, estando legitimados activamente en el mismo, dada su condición de socios de la cooperativa agroalimentaria xxxxxx, de acuerdo a lo debatido en la vista preliminar celebrada el 03 de noviembre de 2017 y las conclusiones fijadas en la resolución emitida por este órgano arbitral de fecha 16 de enero de 2018, junto al escrito formulado por la parte actora de 10 de noviembre de 2017, en los que se detallan los distintos escritos y peticiones formuladas dentro del presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Los socios demandantes, en su escrito de fecha 10 de noviembre de 2017, al fijar las concretas pretensiones sobre las que debe versar la resolución arbitral, señalan de forma literal que pasamos a reproducir:

· "Aplicación incorrecta del capital social rotativo por parte de la Cooperativa: Al no tenerse en cuenta la condición de socios actuales -antiguos- y la actividad cooperativizada consolidada (envases de aceituna, uva,..), para empezar a aplicar el capital social rotativo, generándose aportaciones de capital incorrectas por los socios que cuentan con las condiciones de actuales, cantidades que deben ser restituidas por la Cooperativa a favor de los socios.
· (...)

· Vulneración derecho información de los socios: No se informa correctamente a los socios, previo a la celebración de las Asambleas Generales, de aprobación de las cuentas anuales ejercicio 2014/2015 y ejercicio 2015/2016, así como durante la celebración de las mismas. Al haberse solicitado información complementaria por los socios, sin que se haya contestado a dicha solicitud, durante la Asamblea, conforme indica el artículo 13.2 e) de los Estatutos Sociales."

SEGUNDO.-  De una forma más detallada, para clarificar el contenido de las pretensiones referidas en el apartado anterior, este órgano arbitral debe incorporar los argumentos desarrollados en el escrito de los codemandantes de fecha 10 de julio de 2017, en el que se detallaban en el siguiente sentido: 

"Que los socios solicitantes de arbitraje, se han visto perjudicados por la incorrecta 
aplicación del sistema de capital social rotativo, por parte de la Cooperativa, al estar 
considerando al socio como nuevo socio al aplicarle como base, la actividad 
cooperativizada del año en curso, como refleja el párrafo 4º, punto 1 del artículo 60, sin 
tener en cuenta que el socio ya tenía una actividad consolidada. Al considerar al socio 
como nuevo socio, la Cooperativa está perjudicando al éstos en su cálculo de capital 
social a aportar, siendo esta aportación superior a la que debería aportar por ser socio 
actual."

Continua la argumentación la parte actora señalando que: "La Cooperativa está restituyendo el capital por el socio en proporción  a cada uno de los 10 años del ciclo de aplicación del sistema de capital social rotativo, hecho que deja evidencia de que el socio es socio actual y no nuevo. Sin embargo, esta restitución del capital aportado se encuentra regulado en las leyes autonómicas que hacen referencia al sistema de capital social rotativo, no siendo el caso de la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha,..."; añadiendo que se estaría generando una indefensión del socio cooperativista al aplicarse unas condiciones en el cálculo de sus aportaciones al capital social que no vienen reflejadas en ninguna normativa aplicable a su Cooperativa, es decir, ni en la Ley estatal de Cooperativas ni en la norma regional, así como tampoco en los Estatutos sociales de la entidad.
TERCERO.-   De igual forma, los codemandantes esgrimen que, previamente a la solicitud de arbitraje, los socios requirieron toda aquélla información acreditativa (actividad cooperativizada, kilos aportados según recibos emitidos,...), que debía servir de base para la aplicación del capital rotativo, con el fin último de revisar el cálculo efectuado por la Cooperativa, por lo que no se habría podido efectuar un informe sobre la aplicación de capital rotativo y así justificar exactamente el perjuicio causado a aquéllos.
CUARTO.-  Por lo anteriormente expuesto, se estableció por el Árbitro que suscribe en la resolución de fecha 16 de enero de 2018 que el objeto del procedimiento "versará exclusivamente sobre la aplicación del capital social rotativo a los dos socios ya identificados y a la posible vulneración de su derecho de información en su actuación como tales." 
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA xxxxxx
Por su parte, la  Cooperativa xxxxxx, con domicilio social en xxxxxx, provincia de xxxx, xxxxxx, número xxx, provista de C.I.F. nº xxxxx, y actuando en calidad de representante ante este procedimiento D. xxxxx, con DNI nº xxxxx, contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 23 de agosto de 2017, en el que plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación, señalando aquéllos que corresponden al objeto del presente procedimiento.
PRIMERO.-   En su escrito de contestación, el presidente del Consejo Rector se remite a la documentación que adjunta como Anexo nº 2, frente a las alegaciones de la demandante Dña. xxxxx y del informe emitido por xxxxx en cuanto a las cantidades aplicadas respecto al capital social rotativo, considerando que estamos ante un error de cálculo, tanto en la Sección Almazara como en la Sección Bodega, por cuanto según la sociedad se estaría tomando en cuenta "dos veces (y por tanto, con duplicidad repetidamente) la deducción a tener en cuenta por devolución de la cuota a abonar por devolución del capital consolidado inicial: primero tiene en cuenta dicha devolución al calcular el 10% de exceso sobre la diferencia entre la actividad cooperativizada del año y la actividad media cooperativizada de los últimos diez años y, posteriormente, además, utiliza la cuota a devolver del 10% sobre el capital inicial consolidado que le comunica la cooperativa."
SEGUNDO.-   La Cooperativa expone en su escrito que se le habría informado a la socia demandante, Dña. xxxxx, por documentos de fecha 09 de mayo de 2017, referente a la Sección Almazara y 24 de mayo de 2017, referente a la Sección Bodega, con relación a los cálculos del citado capital, afirmando que éstos tienen su origen en el capital consolidado, por lo que en ningún caso se les habría dado a los socios tratamiento como si fueran de nuevo ingreso.
TERCERO.-   Respecto al derecho de información que se habría visto vulnerado por la entidad, la Cooperativa alega que se le ha venido presentando copia de la documentación que como socia y como presidenta de xxxxxx, Dña. xxxxx ha venido solicitando, bien porque se le ha puesto a su disposición o porque se le ha remitido por correo certificado.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la inicial vista preliminar en fecha 03 de noviembre de 2017 la cual, tras las excepciones procesales formuladas, fue resuelta por escrito de fecha 16 de enero de 2018. Con posterioridad, tuvo lugar la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 09 de febrero de 2018, habiendo sido así acordado por el Árbitro al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.
La vista definitiva se celebró en la sede de la delegación provincial en Ciudad Real de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la Carretera de Fuensanta, s/n, para la práctica de los medios de prueba admitidos y emisión de conclusiones respecto de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia de los solicitantes del procedimiento             DÑA. xxxxx  y de  D. xxxxx, con la asistencia letrada de D. xxxxx, con D.N.I. nº xxxxx; así como de la parte demandada Cooperativa agroalimentaria xxxxxx,  representada en este acto por el letrado de la sociedad, D. xxxxx, con DNI nº xxxxxx.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, solicitando nuevos medios de prueba que constan en los autos, sin perjuicio de la pericial en la persona de Dña. xxxxx y de la testifical en la persona del presidente del Consejo Rector, a la que renunció la parte actora en el acto de la vista.
De contrario, la representación de la cooperativa xxxxx solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, sin perjuicio de aportar nueva documental que obra en el procedimiento, incluyendo aquéllos que se solicitaron por los codemandantes en los términos establecidos en el escrito de este Árbitro de fecha 16 de enero de 2018, solicitando adicionalmente la testifical del Jefe de Administración de la Cooperativa, D. xxxxx.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba solicitados por las partes se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.

Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
Los socios demandantes solicitaron la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 10 de abril de 2017, aun cuando la misma fue objeto de diversos escritos posteriores de subsanación (recogidos de forma exhaustiva en la resolución de este órgano arbitral de fecha 16 de enero de 2018), petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.

Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre el capital social rotativo y su aplicación a los socios
La propia naturaleza especial y el escaso empleo de este sistema de capital social rotativo, exige una previa delimitación del concepto de esta modalidad y su encaje en la normativa cooperativa que, por un lado ampare su existencia y por el otro, fije qué módulos de cálculo o de imputación se aplica a cada uno de los socios para el reconocimiento de su aportaciones. En cuanto a la norma social de la demandada, en el artículo 56.1º de los Estatutos Sociales, aprobados en la Asamblea General extraordinaria de fecha 02 de diciembre de 2012,  se establece que el capital social de la cooperativa "estará constituido por las participaciones sociales cooperativas suscritas por los socios con carácter obligatorio y voluntario."

Incide el apartado 2º del citado precepto en el hecho de que dichas participaciones se "emitirán a favor de cada socio como contrapartida de la obligación de aportación que asumiere y serán acumulables, y en su caso divisibles, siempre que se respetaren debidamente las exigencias de capital o los requisitos previstos para obtener la condición de socio..."


Como aspecto no habitual entre las cooperativas de nuestra región, el artículo 60 de la norma societaria de la demandada, ya al definir las "Participaciones sociales obligatorias" fija de inicio que estamos ante "un sistema de capital regularizable periódicamente en ciclos de 10 años", y que dicho sistema trae su justificación de nuestra norma autonómica, en concreto del párrafo segundo del artículo 74.2º de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (LCoop), que establece la posibilidad de que el capital social se "regularice periódicamente" en función de la actividad cooperativizada:

"2. Las participaciones cooperativas se emitirán en favor de cada socio como 
contrapartida de la obligación de aportación que asumiere. Será nula la creación de 
participaciones que no respondan a una efectiva aportación patrimonial a la sociedad. El 
valor nominal de cada participación cooperativa no podrá ser superior al valor atribuido 
a los bienes o derechos en que consista la obligación de aportación comprometida por 
su titular, ni podrán emitirse participaciones por una cifra inferior a su valor nominal.


Los estatutos podrán regular un sistema de participaciones en el capital social que se 
regularice periódicamente en función del incremento o disminución de su participación 
en la actividad cooperativizada en relación a periodos anteriores."
Esta figura se estudia dentro de un estudio comparado, entre las distintas normas autonómicas bajo el título "Informe sobre el régimen económico de las sociedades cooperativas agrarias en España", que fue publicado por la Escuela de Estudios Cooperativos de la UCM, bajo la dirección de los doctores Bel Durán y Lejarriaga Pérez de las Vacas, que respecto a las cooperativas de Castilla-La Mancha señalan que:


"No hay ninguna cooperativa con fondo de reembolso que permita al socio que se va 
recuperar algo más de su aportación inicial. Esta figura está contemplada en la 
legislación pero al no ser obligatoria, en la práctica no se está utilizando. 


Hay bastantes sociedades cooperativas que utilizan el capital rotativo, llevándose a cabo 
la regularización (ajuste al alza, o a la baja) de forma anual. Consideran que es un 
sistema bueno y justo que está funcionado bien. 


Consideran que una alternativa para capitalizar la sociedad cooperativa podría ser 
adecuar la producción real al capital social."


Desde el estudio pormenorizado de esta figura, que se afronta en el trabajo de los profesores Polo Garrido y Romero Civera dentro del CEGEA de la Universidad Politécnica de Valencia, destacan como punto de inicio el hecho de que a la vista de las normativas cooperativas (como ocurre en el caso de la castellano manchega), se puede concluir que, indistintamente, el capital que los socios deben desembolsar puede ser igual para todos o proporcional a su actividad cooperativa, pero esta segunda modalidad aparece con menos énfasis - como una casuística poco común, aunque posible, como de segundo orden -, en la mayoría de los textos legales.


Hay que resaltar la existencia entre los investigadores de los Estados Unidos de una serie de publicaciones y estudios muy abundantes sobre la implantación de los sistemas de cálculo anual de la aportación al capital social de los socios de las cooperativas agrarias, para de esta forma conseguir y proteger esa misma proporcionalidad, como la que es el objeto de este procedimiento arbitral.

De un modo resumido, reproducimos los sistemas de cálculo anual para conseguir la proporcionalidad y las devoluciones (Equity Redemption Methods), según se señalan en el trabajo ya citado:
a) Plan de “Capital Base”: se determina un plan futuro por el que cada socio debe aportar, para cubrir las necesidades de financiación anuales, según el uso histórico anterior (de 3 a 8 años es lo más usual) de la actividad de la cooperativa, en inputs o outputs. Anualmente, una vez conocida la cifra de su actividad cooperativizada del ejercicio, se le exige el desembolso previsto con una rectificación al alza –mayor desembolso- o a la baja, con –un menor desembolso-, para ajustar el nuevo histórico con los datos de su actividad del último ejercicio. En este segundo caso, puede haber incluso un reembolso.

b) Plan de capital rotativo: Anualmente, se exige una aportación proporcional a la actividad anual, pero se devuelven las aportaciones más antiguas que fueron exigidas. Es decir, se canjean aportaciones nuevas por viejas. Según las necesidades de financiación se hacen las devoluciones. Por supuesto, los primeros años de actividad no hay devoluciones.

c) Sistema de porcentaje de todas las aportaciones: Anualmente se exige a los socios su aportación, proporcionalmente a su actividad (o no) y también se reduce la aportación de años anteriores en el mismo porcentaje para todos los socios. Vuelve a aparecer el canje, y en los primeros años no hay devoluciones.
d) Plan especializado: Por el que se mantiene la proporcionalidad, pero se estudia el futuro de cada socio, en cuanto a su jubilación, o – por métodos estadísticos- el abandono de la profesión, por emigración u otra causa. En estos casos, el rembolso se plantea como total o a plazos.

e) Por la edad del cooperativista más anciano: Plantea la devolución del capital cuando el socio alcanza cierta edad, igual para todos. Puede ser la edad de jubilación o anterior. El resto, sigue aportando proporcionalmente.
f) Por prorrateo según edad del cooperativista: Es una variante del anterior, ya que al alcanzar la edad pactada, empieza una devolución proporcional, cuyo porcentaje se selecciona según las disponibilidades de fondos, hasta alcanzar el 100% de devolución.

Dentro de los diferentes sistemas descritos, es el sistema de capital rotativo el más común y casi único que se incorpora a las normas societarias en España, que como acertadamente expone el Informe Pericial de los actores (documento nº 7 de la demanda), únicamente las normas cooperativas de Navarra, Región de Murcia y Aragón realizan una regulación pormenorizada de la figura. Tal como se ha descrito para el sistema empleado en las cooperativas estadounidenses, nos encontramos con un método de aportaciones por el que el socio contribuye anualmente en proporción a su actividad cooperativizada, pero por el que también recupera el desembolso más antiguo que hizo. 
Ese es un método catalogable dentro de los desembolsos de aportaciones mediante retenciones anuales. Cada cooperativa fija un ciclo de aportaciones anuales, aprobado en Asamblea general, que podemos definir del siguiente modo reproduciendo el texto del trabajo citado:
a) La duración del ciclo en el que el socio aporta, tendrá una relación directa con el elemento del Activo que se pretende financiar, o al menos, apoyar su financiación, generalmente un Inmovilizado Material nuevo. No se conocen ciclos superiores a 10 años, por lo que no se prevé una relación directa con construcciones, terrenos o solares. Tampoco se puede buscar una relación única con el periodo de amortización del elemento de Inmovilizado financiado, porque puede influir, por ejemplo, el plazo de amortización de la financiación externa que obviamente financia ese elemento, ya que de no existir esa financiación, el desembolso de los socios sería total el primer año, y la duración del ciclo “uno”. 

b) La cuantía de la aportación, como porcentaje de detracción de la liquidación de la cosecha anual, que puede tener:
i. Un valor monetario referido a la liquidación anual, que es el más habitual -por ejemplo, 5% de la misma-. 
ii. Un valor referido a las unidades físicas aportadas o comercializadas a través de la cooperativa, por ejemplo, 5 euros cada 100 kilos, litros, etc. Caben aquí muchos matices, en la descripción de la unidad física de referencia, porque suelen introducirse correcciones de calidad, por interacción de las unidades físicas con los objetivos de cualificación o calidad, marcados también en el valor de la cosecha. Por ejemplo “kilogrados” en las cooperativas vinícolas.
iii. Un valor referido a una unidad de superficie productiva, adscrita a la cooperativa, por ejemplo, 100 euros por hectárea. Cabe un matiz, como sub-apartado de esta modalidad: Un valor referido a la capacidad productiva pre-asignada desde el ingreso del socio en la cooperativa, íntimamente relacionado con la superficie disponible del agricultor, pero también con la antigüedad de las explotaciones y su productividad. En algunas comarcas vinícolas se le llama “maquilaje”: es un término no reconocido en el diccionario de la lengua española, aunque si la “maquila, como cuantía de harina que se queda el molinero al moler el trigo”.

El ya citado artículo 60.1º de los Estatutos de xxxx se integra plenamente dentro de los sistemas de CAPITAL ROTATIVO, por lo que señala el procedimiento y módulos de cálculo para la adquisición de la condición de socio, dependiendo de la Sección de que se trate (bodega, almazara, cereal, servicios y suministros, y la sección de crédito), que en el procedimiento que nos ocupa sólo afecta a las secciones de Bodega y de Almazara:

· "Sección de Bodega: 0,12 € por kilogramo de uva entregada calculado sobre la media de aportación de los diez años anteriores. Para los socios de nuevo ingreso, este importe se irá haciendo efectivo durante los diez primeros años de permanencia como socios.

· Sección de Almazara: 0,25 € por kilogramo de aceituna entregada calculado sobre la media de aportación de los diez años anteriores. Para los socios de nuevo ingreso, este importe se irá haciendo efectivo durante los diez primeros años de permanencia como socios."

Respecto a los socios con una pertenencia anterior a este nuevo sistema - como en el caso que nos ocupa -, que por tanto tiene consolidado un capital social y una actividad cooperativizada anterior (entrega de uva, aceituna, cereal,...), será esa misma la base para empezar a aplicar el capital rotativo. Ahora bien, el artículo respecto del sistema para regularizar dentro del ciclo de 10 años, determina que si la actividad cooperativizada excede de la actual, el socio debe aportar el 10% del exceso, y si su actividad no llega a la actual, será entonces la Cooperativa la que debe reintegrarle el 10% del valor de lo que le falta para llegar a su actividad cooperativizada consolidada.


Una vez que haya transcurrido ese plazo de 10 años del ciclo inicial, el socio consolidará la actividad cooperativizada ya actualizada, que servirá de base para el siguiente ciclo de una década.


Frente a lo recogido, los socios de nuevo ingreso al inicio de un ciclo deberán aportar cada uno de los primeros diez años el 10% del resultado de multiplicar sus actividad cooperativizada por la cuantía de la aportación al capital social establecida en cada caso; distinguiendo de los socios de nuevo ingreso en medio de un ciclo que deberá aportar en los años que resten del ciclo el 10% resultante de multiplicar la actividad cooperativizada de cada año por la aportación al capital social.
Finalmente, el extenso artículo 60.1º con relación a la Sección Bodega, y en consideración a los diversos valores de envases ya suscritos durante la larga trayectoria de la entidad, se acordó fijar en 0,090 €/kg como importe máximo inicial para empezar a aplicar el nuevo sistema. El exceso de ese importe se contabilizaría por mandato estatutario en las Reservas, y respecto a los socios cuyo capital social estuviera por debajo de esa cantidad de 0,090 €/kg - por ser un envase adquirido en épocas anteriores -, se le iría regularizando a través del retorno cooperativo de la misma Sección en los siguientes años.
CUARTO.-  Sobre las cantidades reclamadas y los módulos de cálculo

A. Reclamación de Dña. xxxx
La inicial demandante reclama, sobre la base de sus iniciales escritos a la Cooperativa,  que en el caso de Dña. xxxxx formuló escrito de fecha 28 de septiembre de 2017, en el que de forma resumida señala que su capital social consolidado en la Sección Almazara tiene un valor de 4.858,95 € y una actividad cooperativizada reconocida de 30.000 kgs de aceituna, supondría de hecho que al exceder del envase reconocido debía aportar sobre la base del 10% de los kilos superados - multiplicado por el valor de 0,25 €/kg - para integrar ese nuevo capital rotativo reconocido a favor de la socia en los siguientes importes: 1.228,80 € (2014); 34,07 € (2015) y 1.508,90 € (2016).

Con relación a la Sección Bodega, el capital de inicio consolidado sería por importe de 16.058,00 €, con relación a una actividad cooperativizada de 180.000 kgs de uva, aplicando el mismo procedimiento de cálculo (pero de 0,12 €/kg en la Bodega) obtendríamos los siguientes importes de capital rotativo en las campañas agrícolas que se referencian: 3.553,68 € (2014); 980,82 € (2015); y 1.258,14 € (2016).

De contrario, la codemandante expresa las retenciones practicadas por la Cooperativa en concepto de capital rotativo en esas campañas, que para la Sección Almazara son de un total de 3.564,08 €, distribuidos en 1.492,90 € (2014), 298,18 € (2015) y 1.773,00  € (2016); y en la Sección Bodega por un importe de 7.455,24 €, que se distribuyen en 4.107,88 € (2014), 1.535,02 € (2015) y 1.812,34 € (2016).

Frente a estos cálculos, la socia señala que la Cooperativa ha adicionado como obligación a más la aplicación del resultado de multiplicar a las cantidades anteriores 0,10; sistema que estaría previsto para los socios de nuevo ingreso, y al tiempo se estaría reembolsando el capital ya consolidado inicial bajo el porcentaje del 0,10 en cada anualidad, no estando prevista dicha fórmula de reembolso en los Estatutos Sociales. 


Así, de acuerdo a la fórmula que la Cooperativa demandada habría venido utilizando se habría generado un exceso global en la Sección Almazara de 792,31 € y de otro exceso en la Sección Bodega de 1.662,60 €, es decir, una cantidad indebida en concepto de capital rotativo por importe de 2.454,91 €.
B.    Reclamación de D. xxxxx
En este caso, D. xxxxx formuló escrito de fecha 28 de septiembre de 2017, estableciendo su capital social consolidado en la Sección Almazara en un valor de 15.113,33 € y una actividad cooperativizada reconocida de 138.328 kgs de aceituna, supondría de hecho que al exceder del envase reconocido debía aportar sobre la base del 10% de los kilos superados - multiplicado por el valor  de 0,25 €/kg - para integrar ese nuevo capital rotativo reconocido a favor de la socia en los siguientes importes: 3.383,40 € (2014); 457,82 € (2015) y 1.001,82 € (2016).


Con relación a la Sección Bodega, el capital de inicio consolidado sería por importe de 12.752,67 €, con relación a una actividad cooperativizada de 152.634 kgs de uva, aplicando el mismo procedimiento de cálculo (pero de 0,12 €/kg en la Bodega) obtendríamos los siguientes importes de capital rotativo en las campañas agrícolas que se referencian: 468,55 € (2014); - 72,17 € (2015); y - 209,69 € (2016).

El demandante frente a estos cálculos opone las retenciones practicadas por la Cooperativa en concepto de capital rotativo en esas campañas, que para la Sección Almazara son de un total de 10.683,66 €, distribuidos en 5.330,27 € (2014), 2.404,70 € (2015) y 2.948,69 € (2016); y en la Sección Bodega por un importe de 1.855,71 €, que se distribuyen en 1.024,89 € (2014), 484,17 € (2015) y 346,65 € (2016).

En idéntico sentido, se señala por el actor que la Cooperativa ha adicionado como obligación a más la aplicación del resultado de multiplicar a las cantidades anteriores el 0,10; sistema que estaría previsto para los socios de nuevo ingreso, y al tiempo se estaría reembolsando el capital ya consolidado inicial bajo el porcentaje del 0,10 en cada anualidad, no estando prevista dicha fórmula de reembolso en los Estatutos Sociales. 


Así, de acuerdo a la fórmula que la Cooperativa demandada habría venido utilizando se habría generado un exceso global en la Sección Almazara de 1.946,87 €, otros 1946,88 € y un importe de1.946,88 €; y de otro exceso en la Sección Bodega de 556,64 €, a los que adicionar otros 484,17 € y otros 346,65, por lo que no sólo correspondería al reintegro en la Bodega de las cantidades retenidas, sino además el ingreso de otros 72,17 € (2015) y de 209,69 € (2016) por no haber alcanzado en esos años la actividad cooperativizada media anterior.


Como resultado de todos esos importes, se reclama una cantidad indebida en concepto de capital rotativo por importe de 6.396,98 €, a los que sumar el reintegro de otros 281,86 €  derivados de no alcanzar la actividad media de años anteriores.
QUINTO.-  Sobre la aplicación a los socios del sistema de capital rotativo
Como ya se ha expresado en este laudo, la última finalidad de este sistema de capital es la aportación según la actividad cooperativizada real, y básicamente actualizada, dada la volatilidad de las cosechas en las diferentes campañas agrícolas y que existen una serie de gastos, bien ordinarios o bien derivados de inversiones, que deben soportarse por la entidad de una forma lineal y estable en el tiempo.
La Cooperativa demandada ha optado, y así se expresó en la vista, por homogeneizar las distintas tipologías de socios que han ido integrando la masa social en la larga trayectoria de la entidad, con diferentes aportaciones y/o ampliaciones, con la dificultad añadida de que existirían, a la fecha de entrada en vigor del nuevo sistema de capital, aún aportaciones económicas pendientes de los socios para su desembolso, dado que se han ido detrayendo anualmente de las diferentes campañas.
Esta aplicación del sistema de capital rotativo parte de una especie de cuenta de partida doble, en la que cada socio de los antiguos en un plazo de diez años se le reembolsará anualmente la décima parte de su capital ya reconocido individualmente, mientras que, simultáneamente, se produce la aportación de todos y cada uno de los socios en los términos del artículo 60.1º de los Estatutos, de forma que transcurrido ese plazo la totalidad de los socios serán titulares de sus aportaciones de Bodega (0,12 €/kg uva) y de Almazara (0,25 €/kg aceituna) en las cuantías actualizadas, por lo que cabe concluir que no existe en realidad una pérdida o minusvalía de las aportaciones para los socios antiguos, dado que se les reintegra en la misma secuencia de diez anualidades el capital ya aportado, o en su caso, se podría compensar con las nuevas aportaciones a las que se encuentra obligado por los Estatutos, aunque de los autos se deduce que el sistema empleado en realidad es el desembolso y reintegros efectivos.
Dicha interpretación en cuanto el sistema de aplicación del capital rotativo que realiza la Cooperativa hay que ponerla en relación con el texto estatutario y con los principios cooperativos que deben inspirar cualquier acción o decisión societaria, sin dejar de lado que, como ya se ha expresado en el estudio doctrinal de la figura, la misma se articula canjeando las antiguas participaciones por las nuevas.
Las cooperativas poseen una serie de principios y valores distintivos que las convierten en un modelo económico para conseguir una sociedad más justa y sostenible. Estos valores son los de ayuda mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad, pero que hay que referirlos a la aplicabilidad con los que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y sus relaciones con sus socios, y por ello, el énfasis en la posición peculiar que desempeña un socio en la actividad de una sociedad cooperativa y la calificación jurídica de las aportaciones que integran el capital social de la entidad, así este órgano arbitral trae a este procedimiento argumentos que ya ha venido recogiendo en laudos anteriores:


"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de 
<Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza 
Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de 
“Adhesión voluntaria y abierta”.


El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.

El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La 
Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios 
formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los 
principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico 
español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos 
en 
el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.

Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los 
asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de 
sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese 
capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de 
forma equitativa. 


El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad 
económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que 
gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las 
responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto 
con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias 
que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser 
sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como 
consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas 
y 
aceptadas por los socios en ejercicios anteriores."
La resolución del Tribunal Supremo de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014, que estudia la aplicación de la ya derogada norma regional Ley 20/2002 de Cooperativas, señala en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."
A la vista de lo expuesto, en cuanto a la naturaleza real que desempeña el capital social en una sociedad cooperativa, que nuestros tribunales sitúan en la actividad cooperativizada como auténtico criterio de “compromiso” del socio, y la necesaria igualdad entre la totalidad de los socios – derivada del primer principio de “puertas abiertas” -, unido a la consubstancial gestión democrática que preside cualquier cooperativa, supone reconocer que el punto de equilibrio formulado por el órgano de administración de la demandada se fija en un objetivo último, consistente en que todos los socios integren el capital social de acuerdo a la nueva regulación, y por ello mismo,  acordes a su auténtica realidad productiva, de forma que con ese sistema se está garantizando la equidad en el tratamiento de todos los socios (reintegrando los capitales ya consolidados), con independencia de su antigüedad en la sociedad, y con ello, salvaguardando la viabilidad del proyecto empresarial en interés de aquéllos, aspectos todos que encajan en las interpretaciones jurisprudenciales y en la virtualidad última de los ya expresados principios cooperativos.
SEXTO.-  Sobre las cantidades reclamadas por los socios demandantes
Realmente, de la lectura del suplico de la demanda arbitral y del propio desarrollo del escrito inicial es evidente que el objeto real del presente procedimiento se fija en las diferencias que se reclaman por los socios actores respecto de los reembolsos que han recibido por las aportaciones ya reconocidas por la Cooperativa en concepto de capital social anterior al modelo rotativo, por cuanto que las nuevas participaciones que se han tenido que realizar si se encuentran actualizadas y reflejan la actividad cooperativizada real.
Del testimonio del Jefe de Administración y de los cuadros aportados por la demandada (documentos nº 15, 16 y 17 de la contestación), se refleja que dado que los actores no se oponen a las cantidades reconocidas en cuanto al global de los “envases” suscritos, las diferencias económicas tendrían su origen en el hecho de que no se habrían desembolsado la totalidad del importe nominal de esas participaciones u obligaciones anteriores al nuevo sistema de capital con la Cooperativa por parte de los demandantes, bien de forma completa, o en su caso, de algunos de los plazos pendientes, dado que el inicio del nuevo capital rotativo supuso en la práctica la cancelación en la obligación del abono de aquéllos, al producirse la “unificación” del modelo para la masa social con el objetivo de que, transcurridos los diez años previstos, todos los socios tuvieran sus participaciones conforme al nuevo modelo.
Se mantuvo por la demandada el hecho de que tras hacer la media de la actividad cooperativizada de los diez años anteriores a la entrada en vigor del sistema rotativo (Campaña 2012/2013), tampoco se hubieran alcanzado por los actores los nuevos umbrales mínimos en la aportación en cuanto a las secciones de Bodega y de Almazara, de acuerdo siempre a los “envases” efectivamente desembolsados, por ello, no podría reintegrarse a los socios demandantes sino esas últimas cantidades, e incluso de haberse mantenido esos capitales “antiguos” sin llevar a cabo su reembolso, hubiera sido necesario el abono de cantidades adicionales por los demandantes para alcanzar el límite mínimo que estatutariamente se fijó en la Bodega (0,12 €/kg uva) y en la sección de Almazara (0,25 €/kg aceituna), dado que la socia Dña. xxxx no alcanzaba éstos (0,1061 €/kg uva – 0,2013 €/kg aceituna), situación similar a la que concurría en el caso de D. xxxxx (0,1194 €/kg uva – 0,1182 €/kg aceituna).
En cualquier caso, la pretendida por los demandantes existencia de un enriquecimiento injusto de la Cooperativa carece de realidad y no puede admitirse a la vista de la propia condición de las aportaciones que integran el capital social, ya que el artículo 66.1º de los Estatutos Sociales establece que en los casos de exclusión, baja obligatoria y baja voluntaria, “se procederá a la liquidación, y en su caso, reembolso de las participaciones obligatorias y voluntarias al capital social. Dicha liquidación se practicará a partir del balance de cierre del ejercicio social en el que se ha producido la baja.”; es decir, en concordancia con los artículos 29 y 82.1º, ambos de la vigente LCoop, la baja como tales socios de cualquiera de los actores conllevará el reembolso obligado de todas las cantidades que se encuentren contabilizadas como parte de su capital social, sin perjuicio de que se le pudieran practicar las posibles deducciones previstas legal o estatutariamente. 
A la vista de estos razonamientos hay que destacar que no se ha acreditado perjuicio patrimonial alguno para los socios ya existentes, a los que se aplica este doble sistema de reembolso y de aportación anuales con igualdad en su desarrollo temporal, y ajustado respectivamente bien a las cantidades efectivamente desembolsadas y/o a la actividad cooperativizada efectiva a la fecha de su abono.
SÉPTIMO.- Sobre la vulneración del derecho de información de los socios

La parte actora alega la vulneración que se habría producido en su derecho de información previa con relación “a la celebración de las Asambleas Generales, de aprobación de las cuentas anuales ejercicio 2014/2015 y ejercicio 2015/2016, así como durante la celebración de las mismas”, debiendo establecerse anticipadamente por este órgano que esta materia está excluida del conocimiento de esta clase de procedimientos arbitrales.
La norma regional en materia de cooperativas señala en su artículo 160.1º que “Las cooperativas son sujetos responsables de las acciones y omisiones contrarias a esta Ley y sus normas de desarrollo y a los estatutos, sin perjuicio de las responsabilidades personales exigibles a los miembros del órgano de administración, y en su caso, interventores y liquidadores.”; lo que se traduce en un listado de conductas susceptibles de ser consideradas como infracciones, cuya competencia atribuye el artículo 159.1º a la consejería en materia en materia de trabajo, estableciendo que le corresponderá “la función inspectora sobre las cooperativas de Castilla-La Mancha, en lo que respecta al cumplimiento de la presente Ley y de sus normas de desarrollo y aplicación.”
Considerando que la letra c) del apartado 4º en el artículo 160 señala como infracción grave “Transgredir los derechos de los socios en materia de información;(…)”; corresponderá a los órganos administrativos el conocimiento, y en su caso, la tramitación del preceptivo expediente sancionador si concurriera causa bastante y acreditada.
OCTAVO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente
LAUDO
PRIMERO.- Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha diez de abril de dos mil diecisiete, de acuerdo al objeto ya fijado en la resolución dictada en fecha dieciséis de enero de dos mil dieciocho, interpuesta por Dña. xxxx y D. xxxx frente a la entidad xxxxx.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Ciudad Real, a cinco de agosto de dos mil dieciocho.
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